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Estado de la Situación

 del Acceso a la Información Pública en Guatemala
I. Marco Jurídico de protección del Acceso a la Información Pública:
El derecho de acceso a la información en Guatemala se encuentra protegido por la Constitución Política de la República de 1985 principalmente en los artículos 30 y 31, aunque existen otros artículos relacionados directa e indirectamente.
El artículos 30 de la Constitución indica que la “Todos los actos de la administración son públicos. Los interesados tienen derecho a obtener, en cualquier tiempo, informes, copias, reproducciones y certificaciones que soliciten, y la exhibición de los expedientes que deseen consultar, salvo que se trate de asuntos militares o diplomáticos de seguridad nacional, o de datos suministrados por particulares bajo garantía de confidencia”. 
Del anterior enunciado se determina que las dos únicas excepciones de información son: 1. Los asuntos militares o diplomáticos de seguridad nacional, y 2. Los datos suministrados por particulares bajo garantía de confidencia, en este sentido el sujeto en cuestión exige que una información por él proporcionada, habiendo sido legalmente requerida, se mantenga en reserva para terceras personas. Los casos más usuales son el “secreto bancario”, el “secreto fiscal”, el “secreto profesional” y cierto tipo de denuncias o declaraciones, como se practica en muchos supuestos ante el Procuraduría de Derechos Humanos, o como se hizo ante la Comisión del Esclarecimiento Histórico, surgida a raíz de los Acuerdos de Paz, suscritos en 1996. 
En cuanto a la legislación de carácter ordinaria se encuentran algunos artículos dispersos en varias leyes que dan continuidad a los preceptos constitucionales, dentro de ellas tenemos: al Código Municipal (Decreto 12-2,002); Ley de Contrataciones del Estado (Decreto 57-92); Ley contra el Lavado de Dinero u otros Activos (Decreto 67-2001); Ley de Bancos y Grupos Financieros (Decreto 4-2002); Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas (Decreto 31-2002); Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural y Ley General de Descentralización. 
Sin embargo, a pesar de existir la protección constitucional de la libertad de información, no existe una ley ordinaria específica que profundice en los mecanismos para acceder a la información, que defina plazos para su entrega, que establezca la forma de sistematización de la información desde la esfera pública, que sancione a los funcionarios que denieguen la misma sin justificación y que defina un procedimiento jurisdiccional para reclamar la restitución del derecho cuando sea violentado.

Desde hace más de seis años, han existido intentos fallidos dentro del Congreso de la República para aprobar una normativa específica. En diciembre de 2001 se presenta en el Congreso de la República de Guatemala la Iniciativa de Ley 2594 sobre el Libre Acceso a la Información Pública, pero finalmente fue engavetada. 

Actualmente, las iniciativas de Ley de Acceso a la Información en el Congreso son cuatro: la iniciativa 3165 (construida colectivamente por organizaciones de sociedad civil y presentada al pleno por dos diputados: Eduardo Zachisson y Nineth Montenegro, heredera en contenido de la 2594); la iniciativa 3263 enfocada a la Clasificación y Desclasificación de Información de Seguridad Nacional y la 3266 específica de Acceso a la Información presentadas este año por diputados de oposición. Ninguna ha sido aprobada por el Congreso de la República. 

A nivel de Jurisprudencia, existen algunos fallos de la Corte de Constitucionalidad que se constituyen como un avance importante en la clarificación de la excepción que establece la Constitución en su artículo 30. En el ámbito de las excepciones relacionadas con asuntos militares de seguridad nacional, falló en contra del Ejercito del país (que se excusaban reiteradamente a no dar información aduciendo que todo su acciones era secreto de Estado) y lo obligan a suministrar información en la mayoría de los campos relacionados a compras de suministros, alimentos, uniformes, etcétera, entre otros.
En el mes de diciembre 2005, el Presidente de la República Oscar Berger Perdomo, dio un paso importante en materia de acceso a la información (caso similar al efectuado en Argentina), al aprobar en reunión de gabinete un Acuerdo Gubernativo de Normas Generales de Acceso a la Información Pública de observancia para el Organismo Ejecutivo y sus dependencias (Acuerdo 645-2005). Este Acuerdo, establece una serie de principios y obligaciones de rendición de cuentas de las instituciones públicas y define un plazo para la entrega de la información de no más de 30 días, el cual coincide con el derecho de petición, también constitucionalmente garantizado. Una debilidad manifiesta en el Acuerdo es la no existencia de ninguna sanción para el funcionario que deniegue la información, incluso adolece de un mecanismo de reclamo por la vía administrativa.
II. La Realidad de la vigencia del Acceso a la Información Pública en Guatemala:

A pesar de estar protegido constitucionalmente el derecho a la información, la práctica indica lo contrario en Guatemala. Aún prevalece una fuerte cultura del sigilo y altos niveles de hermetismo para el suministro de la información a la ciudadanía. Esto nos lo confirma el monitoreo del acceso a la información realizado por Acción Ciudadana, capitulo guatemalteco de Transparencia Internacional y el Observatorio Ciudadano, los cuales decidieron probar el sistema legal e institucional del Estado guatemalteco, mediante tres experiencias piloto. 

Los monitoreos se efectuaron en la temática de gasto público, compras y contrataciones, información general y financiamiento de campaña electoral, en tres momentos específicos: una etapa preelectoral (2002-2003), otra en época electoral (finales del 2003) y finalmente una tercera de manera postelectoral (2004).  Los requerimientos de información se iniciaron en dos niveles: a titulo personal y a titulo institucional, por las organizaciones integrantes del Observatorio. 

Los resultados fueron sumamente alarmantes y preocupantes, en términos globales el 58.60% de las solicitudes fueron denegadas por las instituciones públicas, dentro de las que se cuentas: Ministerios, Secretarías, Fondos Sociales, Municipalidades, entidades descentralizadas, semi autónomas y autónomas.
A continuación presentamos dos gráficas que evidencias los resultados:
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III. Experiencias desde la sociedad civil en la promoción de la libertad de información:

La participación e incidencia ciudadana en materia de acceso a la información fue promovida inicialmente en el país por Acción Ciudadana y ésta facilitó en  el 2002, la conformación del “Observatorio Ciudadano para el Acceso a la Información”, el cual se constituyó como una instancia amplia y participativa de la sociedad civil que promueve este derecho.  

Fue integrado en su momento por 21 organizaciones representativas de ONG´s, centros académicos, de investigación, medios de comunicación, asociaciones pro derechos humanos y pro transparencia. Además, por sectores sociales indígenas, de mujeres y de juventud. También participaron instancias derivadas de la firma de los Acuerdos de Paz, como las mesas de concertación departamental, e finalmente representantes de las cámaras empresariales.

Un aporte significativo por ambas instancias fue la elaboración del “Manual ciudadano para el acceso a la información pública”, instrumento que sirvió de base para el desarrollo de las tres experiencias piloto de monitoreo de acceso a la información citadas anteriormente. El manual se constituyó en la primera herramienta técnica orientada a facilitar el acceso a la información pública, mientras que el monitoreo fue el primer esfuerzo por medirlo cuantitativamente. 

El Manual Ciudadano del Acceso a la Información Pública, tenía y tiene como propósitos el: 1. Generar opinión pública alrededor de la temática del acceso a la información pública; 2. Promover en la ciudadanía el hábito democrático de requerir a la administración pública rendición de cuentas de sus actos; 3. Capacitar a la ciudadanía para que de manera voluntaria realice acciones hacia el ejercicio, defensa y apropiación de su derecho a pedir y recibir información de carácter público; y 4. Contribuir al análisis e interpretación de las situaciones que limitan o favorecen a la ciudadanía para acceder libremente a la información pública. 

En otro contexto, se desarrolló una Campaña Cívica para la Incidencia en la aprobación de la iniciativa de Ley de Acceso a la Información, la cual tuvo como finalidad sensibilizar a funcionarios públicos y diputados sobre la importancia de crear instrumentos legales para el ejercicio del derecho de acceso a la información, como herramientas para promover la transparencia en la gestión pública.

Dentro de las actividades de la campaña se realizaron una serie de Caravanas Cívicas, que consistieron en una movilización social de carácter propositivo, proactivo y de acciones lúdicas en las que participaron las organizaciones del Observatorio Ciudadano y el Voluntariado Juvenil para la transparencia, en interacción y diálogo con funcionarios públicos y diputados, con la finalidad de generar un ambiente favorable para la aprobación de la Ley de Acceso a la Información.

Finalmente, en el 2,004 se establece el Premio a la Transparencia en el acceso y transparencia de la información sobre licitaciones públicas del Estado, por medio del monitoreo del sistema electrónico GUATECOMPRAS
.  El Premio pretende motivar a las instituciones públicas al uso eficiente y eficaz de este sistema. El premio es además, un espacio para denunciar públicamente a las dependencias gubernamentales que manifiestan falta de voluntad para implementar el sistema electrónico de compras o que presentan anomalías en sus procesos de licitación.
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� Sistema electrónico de compras y ventas del Estado de uso obligatorio para todas las dependencias públicas, autónomas y semiautónomas según Acuerdo Gubernativo No.389-2004.
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